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Radicación Nro. :

66001-22-05-002-2009-00059-01
Proceso:


ACCIÓN DE TUTELA 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
Quien no conteste un derecho de petición dentro de los 15 días siguientes a la presentación de la solicitud (Art. 6° CCA), viola el derecho fundamental de petición.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 0075 del 16 de diciembre de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en primera instancia la acción de tutela interpuesta por el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández contra el Ministerio de Defensa Nacional.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Indica el actor, señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández que cuenta con 79 años de edad, y por lo tanto pertenece a la tercera edad, siendo por ello sujeto de especial protección.

2. En el año 1951, el tutelante combatió como soldado del Ejecito Nacional, en la guerra de Corea.

3. La Ley 683 de 2001, consagró para los veteranos de la guerra de Corea, un subsidio mensual.
4. Para obtener dicho subsidio es necesaria entre otras cosas, una certificación del Archivo General del Ministerio de Defensa, en que conste su condición de veterano de la guerra de Corea.

5. El 17 de septiembre de 2009, el demandante elevó derecho de petición al Ministerio de Defensa, solicitando el certificado que de fe de su carácter de combatiente en Corea.
6. A la fecha el Ministerio de Defensa, no ha respondido el derecho de petición.

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violado el derecho de petición.

PRETENSIONES
Que se condene al Ministerio de Defensa Nacional a resolver de fondo la petición del actor, expidiéndole el certificado que lo acredite como veterano de la guerra de Corea. 
CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Respecto al mismo, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-12 del 25 de mayo de 1992, lo siguiente:
“Es un derecho cuya protección puede ser demandada, en casos de violación o amenaza por medio de la acción de tutela.

Donde es presupuesto indispensable para que la acción prospere,  la existencia de actos u omisiones de la autoridad, en cuya virtud se impide u obstruye el ejercicio del derecho o no se resuelve oportunamente sobre lo solicitado.

Pero no se entiende conculcado el derecho de petición, cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
El titular de la petición, tiene derecho a obtener dentro de los términos legales, la contestación pedida bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. 
La autoridad o particular obligado, tiene el deber de responder, salvo que la petición fuere irrespetuosa.

Este derecho, busca básicamente que se de respuesta a lo solicitado, sin que sea motivo del mismo, el sentido en que la entidad responda.
La Corte Constitucional se ha pronunciado muchas veces, sobre el sentido alcance y características de la respuesta, que debe darse al derecho de petición, así:
1. Debe ser oportuna.

2. Resolver de fondo, en forma clara precisa y congruente con lo solicitado.
3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. 
La Corte Constitucional en sentencia T – 170 de 2000 expresó:

“Mientras el legislador no fije un término distinto al señalado en el artículo 6° del Código Contencioso Administrativo, para dar respuesta a las solicitudes elevadas a la administración para determinados casos o en forma general, los organismo estatales y los particulares que presten un servicio público, han de observar el término de quince (15) días establecido en esta norma.

Término que, tal como se ha indicado en algunos pronunciamientos de esta Corporación, pese a ser de obligatorio cumplimiento, puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración, en razón de la naturaleza misma del asunto planteado, no puede dar respuesta en ese lapso, evento en el cual así habrá de informársele al peticionario, indicándole, además de las razones que la llevan a no responder en tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cual es la respuesta de fondo. Término este que ha de ser igualmente razonable.”

Aplicando la doctrina de la Corte Constitucional transcrita, tenemos que el tutelante señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández, quien combatió en la guerra de Corea, pretende beneficiarse de la Ley 683 de 2001, que consagró un subsidio mensual para dichas personas.

Para tal efecto elevó un derecho de petición el día 17 de septiembre de 2009, ante el Ministerio de Defensa Nacional, pidiendo el certificado que lo acredite como veterano de la guerra de Corea, el cual constituye uno de los requisitos de que trata la Ley 683 de 2001, para alcanzar dicho subsidio mensual.

Como prueba de lo anterior, obra al folio 9 de la acción de tutela, copia del derecho de petición y constancia de haber sido enviado a través de Servientrega.

De otra parte afirma el actor, que a la fecha y habiendo transcurrido mucho más de los quince días que señala la ley, la accionada, Ministerio de Defensa Nacional no le ha contestado.

Corresponde en esta acción de tutela, probar al actor como bien lo hizo, de que presentó derecho de petición ante el Ministerio de Defensa Nacional.

A su vez como el tutelante expresa en la acción de tutela, que dicho Ministerio no le contestó, la carga de la prueba se traslada al demandado, por tratarse de una negación indefinida, artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, quien nada hizo para desvirtuar lo dicho por el promotor de esta tutela, pues ni siquiera se molestó en contestarla.

Como conclusión de lo anterior, es del caso condenar al Ministerio de Defensa Nacional, para que en un término de cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva de fondo el derecho de petición que le formuló el actor, expidiéndole la certificación que lo acredite como veterano de la guerra de Corea.  

En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR al señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández, el derecho fundamental de petición. 

SEGUNDO: ORDENAR al Ministerio de Defensa Nacional, que en un término de cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva de fondo el derecho de petición que le formuló el actor, expidiéndole la certificación que lo acredite como veterano de la guerra de Corea. 

TERCERO: Si no fuere impugnada esta sentencia, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
CUARTO: Notificar a las partes. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
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